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PRESENTACIONES DE LA DELEGACIÓN DE ARGENTINA SOBRE LOS TEMAS “ASUNTOS DE PROCEDIMIENTO EN LA TRAMITACIÓN DE LOS CASOS Y PETICIONES INDIVIDUALES ANTE LA CIDH” Y “MEDIDAS CAUTELARES”
(Reunión del Grupo de Trabajo del 20 de septiembre de 2011)

Intervención de la Representante Alterna Argentina ante el Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH
en la sesión del 20 de septiembre de 2011

I. TEMA: ASUNTOS DE PROCEDIMIENTO EN LA TRAMITACIÓN DE LOS CASOS Y PETICIONES INDIVIDUALES ANTE LA CIDH

La República Argentina reitera su compromiso con el SIDH y particularmente con la CIDH; compromiso que se ha traducido en una constante política de cooperación y trabajo conjunto entre el Estado y la Comisión. 


Mi Delegación desea enfatizar que la mirada de Argentina hacia el Sistema trasciende a su visualización como un mero mecanismo contencioso proyectándolo como una herramienta de alerta temprana que facilita la adopción de medidas de mejoramiento institucional.


En la experiencia de mi país, el sistema ha jugado un rol destacado en el diseño y adopción de importantes medidas, derivadas de casos individuales, tales como: la política reparatoria por violación de derechos humanos durante la última dictadura militar, la derogación de los delitos de opinión y del código de justicia militar, la promulgación de la nueva ley de migraciones y la reforma del sistema previsional, entre otras.


Esa visión del sistema no impide, sin embargo, que se señalen aspectos que deberían ser mejorados, particularmente en materia procesal.

Plazos iniciales:

Esas mejoras deben apuntar, fundamentalmente, a una mayor celeridad en el trámite de las peticiones y casos, con énfasis en el estudio inicial a través del cual la Comisión determina si la petición presentada reúne los requisitos de índole formal exigidos por el Reglamento para darle trámite.

La Argentina ha venido manifestando, al menos desde 2002 en adelante, su preocupación por las demoras en la evaluación inicial de las denuncias que tramitan ante la CIDH, que en muchos casos, superaron los 7 años desde su formalización ante la Secretaría Ejecutiva de la CIDH hasta su traslado al Estado.


Esta inquietud se sustenta, fundamentalmente, en la falta de una respuesta adecuada del sistema a las situaciones expuestas por posibles víctimas de violaciones a derechos humanos en un determinado Estado, circunstancia que pone en crisis el fin último del mecanismo de protección internacional. Esto es, una respuesta subsidiaria, pero eficaz, a nivel internacional, tendiente a promover el cumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos y a combatir la impunidad.


Esta circunstancia puede poner en juego la credibilidad del sistema, en tanto que los excesivos plazos atentan contra la esperanza de las víctimas de obtener justicia y operan negativamente sobre las posibilidades de producir una eficaz respuesta del Estado. 

Las demoras excesivas en esta etapa del procedimiento vacían de contenido la razón que sustenta el plazo contemplado por el articulo 46.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (que exige al peticionante que la petición sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva a nivel interno), norma fundada, precisamente, en la necesidad de dotar al sistema y al conglomerado de relaciones jurídicas que se producen en el ámbito interno de un Estado que, eventualmente, pueden ser objeto de una petición internacional, de un mínimo escenario de certeza jurídica.


Este escenario proyecta sus efectos negativos incluso frente a la posibilidad de abrir un espacio de diálogo tendiente a explorar una posible solución amistosa del asunto, en tanto que muchas veces la petición llega a conocimiento de las agencias competentes del Estado en materia de derechos humanos cuando las consecuencias de los hechos denunciados ya son, a causa de la demora, irreversibles.


En tal sentido, saludamos con beneplácito los objetivos expuestos en el plan estratégico publicado por la Comisión de reducir los plazos de revisión inicial de las peticiones, proponiendo un máximo de tres meses desde su recepción hasta la adopción de una decisión sobre su eventual tramitación. Dicho plazo es coherente tanto con la naturaleza y alcance de la etapa procesal en comentario, como con el plazo contemplado en el artículo 46.1.b de la Convención.

Mejor aprovechamiento de los recursos disponibles:

Teniendo en cuenta los limitados recursos existentes y que el Plan Estratégico prevé objetivos ambiciosos que deberán tener un correlato financiero que podría demorar en alcanzarse, la Argentina considera importante que se estudien fórmulas que faciliten un mejor aprovechamiento de los recursos disponibles actualmente. 


En particular, Argentina desea sugerir que, siempre dentro del marco de la autonomía e independencia de la Comisión, ésta considerara la posibilidad de introducir algunos criterios objetivos y/o del principio de oportunidad en la determinación de prioridades en el tratamiento de peticiones y casos en trámite ante el sistema, tomando en cuenta la naturaleza, complejidad e impacto de las distintas situaciones que se ponen a consideración de la CIDH. 

Mi Delegación desea recordar que, en el pasado, la Comisión se ha focalizado en temas concretos, tales como seguridad ciudadana, pero éstos han sido temas tratados en informes propios de las Relatorías y no se ha apreciado un correlato con la práctica de prioridades que la Comisión ha venido llevando en el tratamiento del sistema de casos y peticiones.

En definitiva, sin dejar de reconocer la necesidad de reforzar el presupuesto asignado a los órganos del sistema, deseo destacar la importancia de implementar efectivamente una estrategia que permita optimizar el funcionamiento del mecanismo regional de acuerdo a los recursos disponibles.

Muchas gracias

II. TEMA: MEDIDAS CAUTELARES

Argentina valora positivamente la competencia de la CIDH para solicitar a los Estados la adopción de medidas cautelares, mecanismo no sólo cautelar sino también de tutela efectiva de derechos humanos - tal como ha sido reconocido por la propia Corte IDH - que se encuentra previsto en su reglamento desde 1980, y que ha sido generalmente aceptado por los Estados de la región;


En la experiencia argentina, las medidas cautelares han sido importantes en el abordaje de situaciones de extrema gravedad y urgencia en las que se encontraban en riesgo, fundamentalmente, la vida y la integridad personal de los beneficiarios de las mismas. El adecuado funcionamiento de esta herramienta permitió avances sustanciales en la neutralización del riesgo específico, como así también en materia de adopción de medidas concretas tendientes a evitar a futuro escenarios similares.


Sin perjuicio de lo antes señalado, antes de su dictado debería ponderarse en detalle la eventual disponibilidad de remedios judiciales internos que fueran idóneos y eficaces, de manera tal de evitar la desnaturalización de la institución que, en tanto mecanismo de tutela internacional, resulta subsidiario - y no optativo - respecto de la jurisdicción interna.


Desde tal perspectiva, mi delegación desea señalar la conveniencia de establecer términos de vigencia precisos para las medidas cautelares y la fijación de parámetros objetivos para su revisión y eventual prórroga, como así también la consulta previa al Estado como requisito obligatorio y, eventualmente, la exigencia de una mayoría especial de miembros de la Comisión para adoptar las medidas cuando la gravedad y la urgencia de la situación amerite tomar  esa decisión sin consultar previamente al Estado.


Finalmente, teniendo en cuenta que el Artículo 25 del Reglamento de CIDH, relativo a medidas cautelares, ha sido modificado el 13 de noviembre de 2009, mi Delegación desea solicitar a la Secretaría General de la OEA la elaboración de un informe en el cual señale  de qué modo se ha aplicado dicha disposición desde su modificación hasta la fecha y los avances que, de existir, se han observado en la materia. 

Muchas gracias
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